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Introducción 

El presente artículo tiene por objetivo analizar las acciones estatales en relación con el diseño e implementación de políticas públicas y legislativas que promuevan un desarrollo productivo inclusivo y participativo de la agricultura familiar (AF), entendiendo que la AF constituye un actor clave en determinados contextos locales para garantizar un desarrollo local con seguridad y soberanía alimentaria. En este sentido, interesa determinar si el accionar estatal, en función de hacer efectivo el cumplimiento de la obligación de garantizar el derecho a la alimentación adecuada, contempla a la AF como un actor relevante.
El recorrido analítico se realiza desde un enfoque de derechos humanos y de género, en tanto abordajes transversales, y en base a los compromisos asumidos por el Estado Argentino a nivel internacional, con un especial énfasis en el análisis de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y del “Plan para la seguridad alimentaria, nutrición y erradicación del hambre de la CELAC 2025”, puesto que ambos realizan referencias directas a la AF. Consideramos que incluir la dimensión de género en los análisis e intervenciones sobre la AF es sumamente necesario ya que resulta imperioso transformar una estructura de poder específica en donde el mundo público y el privado (esfera familiar) se desenvuelven en el mismo tiempo y espacio. Así, se advierte que la mujer rural se desempeña “como productora por cuenta propia (agricultura, alimentos, producción no agrícola), trabajadora agrícola (mayoritariamente temporal) y no agrícola (comercio y servicios), y en tareas domésticas y productivas (cuidado de la huerta, del ganado, etc.) no remuneradas, lo que muchas veces resulta invisible para las estadísticas” (Valenciano et. al, 2017: 141). En este sentido, en el documento “Construyendo una agenda de políticas públicas para las mujeres rurales” (FAO, 2013) también se reflexiona acerca de los desafíos pendientes para intervenciones específicas al momento de diseñar, ejecutar y evaluar políticas públicas para la AF desde un enfoque de género. Asimismo, y afirmando que en la AF el desarrollo productivo se desenvuelve entre relaciones familiares
, considerar los cambios y transformaciones en las sociedades de las últimas décadas resulta esencial (Rico y Maldonado Valera, 2011). 
El primer apartado del trabajo se enfoca en aquellos preceptos en torno a la AF contenidos en el ODS 2 y en distintas líneas de acción del Plan de la CELAC 2025, y en el plano nacional se analiza la Ley de Agricultura Familiar (2014), que colocó a la AF en un espacio de centralidad en la agenda legislativa.
 El segundo apartado, por su parte, presenta un panorama de la institucionalidad en torno a la AF en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional, tomando como base el año 2008, en donde se creó la Subsecretaría de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar.
 Asimismo, se realiza un análisis del presupuesto de los años posteriores a la sanción de la Ley de Agricultura Familiar para observar si existieron cambios en las prioridades presupuestarias a partir de dicha normativa, más allá de su falta de reglamentación a la fecha. Por último, las conclusiones retoman desafíos pendientes para que la AF logre su reconocimiento efectivo a través de políticas concretas en Argentina. 
1. La Agricultura Familiar y su centralidad en la agenda reciente
Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y sus 169 metas son el resultado de una nueva agenda superadora de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) buscando hacer realidad los derechos humanos de todas las personas y alcanzar la igualdad entre los géneros y el empoderamiento de todas las mujeres y niñas. Así, “los Objetivos y las metas son de carácter integrado e indivisible y conjugan las tres dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental” (ONU, 2015).

El Objetivo de Desarrollo Sostenible 2 (ODS 2) es el que se vincula con el derecho a la alimentación adecuada. Conocido como “Hambre Cero”, el mismo consiste en “poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria y la mejora de la nutrición y promover la agricultura sostenible”. El ODS 2, a su vez, presenta 5 metas, dentro de las cuales la Meta 3 es la que realiza una referencia a la AF, estableciendo para el año 2030 “duplicar la productividad agrícola y los ingresos de los productores de alimentos en pequeña escala, en particular las mujeres, los pueblos indígenas, los agricultores familiares, los pastores y los pescadores, entre otras cosas mediante un acceso seguro y equitativo a las tierras, a otros recursos de producción e insumos, conocimientos, servicios financieros, mercados y oportunidades para la generación de valor añadido y empleos no agrícolas”.
Al respecto, existe un consenso en la definición de agricultura familiar en el que se incluye como principal objetivo “la reproducción social de la familia en condiciones dignas, donde la gestión de la unidad productiva y las inversiones en ella realizadas son hechas por individuos que mantienen entre sí lazos familiares, la mayor parte del trabajo es aportada por los miembros de la familia, la propiedad de los medios de producción (aunque no siempre de la tierra) pertenece a la familia, y es en su interior que se realiza la transmisión de valores, prácticas y experiencias” (citado por Feito, 2013, en base a una definición la Federación de Organizaciones Nucleadas de la Agricultura Familiar-FONAF-). Además, los estudios de investigación centrados en el enfoque de género continúan indicando que las mujeres rurales siguen enfrentando grandes limitaciones en el acceso a la tierra, a los recursos naturales y a los recursos públicos de apoyo a las productoras rurales tales como asistencia técnica y tecnológica (FAO, 2013).
A nivel regional Latinoamericano y del Caribe en torno a la AF, deben destacarse los pilares, las líneas de acción y las medidas acordadas a nivel político y plasmadas en el documento denominado “Plan para la seguridad alimentaria, nutrición y erradicación del hambre de la CELAC 2025.
  Esta visibilidad que adquiere la AF tanto en su incorporación dentro de las metas de un ODS como en su rol protagónico en el marco del Plan SAN-CELAC, da cuenta de una centralidad en la agenda reciente, que también tuvo -y tiene- su correlato a nivel nacional en Argentina (con las limitaciones que también se enunciarán), y que muestra el entendimiento de la AF como un actor clave para la para la garantía y protección del derecho a la alimentación adecuada, la seguridad y la soberanía alimentaria. 
1.2 La Agricultura Familiar en el debate legislativo
En el ámbito del Congreso Nacional de Argentina existen múltiples iniciativas legislativas torno al derecho a la alimentación adecuada y a la AF en los últimos años
  El mes de marzo de 2011 es un momento importante para destacar, en tanto allí se conformó el Frente Parlamentario contra el Hambre de Argentina (FPH Argentina). 
El Frente inició con una agenda que planteó como primeros objetivos: i) elaborar un Proyecto de Ley Marco sobre el Derecho a la Alimentación, y ii) efectuar una revisión de la Ley 25.724.
  Hacia el año 2014, con la nueva composición del FPH Argentina, la AF tuvo un rol claramente protagónico con la sanción, en diciembre, de la Ley de “Reparación Histórica de la Agricultura Familiar Para la Construcción de una Nueva Ruralidad en la Argentina”, más conocida como “Ley de Agricultura Familiar” (Ley 27.118), y en el año 2015 tuvo media sanción el proyecto de ley sobre “Régimen de compra a la agricultura familiar”. 
En cuanto a la Ley 27.118, en su artículo 1° declara de interés público la agricultura familiar, campesina e indígena destacando “su contribución a la seguridad y soberanía alimentaria del pueblo, por practicar y promover sistemas de vida y de producción que preservan la biodiversidad y procesos sostenibles de transformación productiva”, y en el artículo 2° dispone la creación del “Régimen de Reparación Histórica de la Agricultura Familiar  destinado al agricultor y a la agricultura familiar y empresas familiares agropecuarias que desarrollen actividad agropecuaria en el medio rural […] con la finalidad prioritaria de incrementar la productividad, seguridad y soberanía alimentaria y de valorizar y proteger al sujeto esencial de un sistema productivo ligado a la radicación de la familia en el ámbito rural, sobre la base de la sostenibilidad medioambiental, social y económica”

En cuanto a los objetivos generales de la ley, los mismos se encuentran definidos en el art. 3°, y comprenden, entre otros: i) la promoción del desarrollo humano integral, bienestar social y económico de los productores, de sus comunidades, de los trabajadores de campo y, en general, de los agentes del medio rural, mediante la diversificación y la generación de empleo en el medio rural, así como el incremento del ingreso, en diversidad y armonía con la naturaleza para alcanzar el buen vivir; ii) la contribución a la soberanía mediante el impulso de la producción agropecuaria; iii) la vlaorización de la AF como sujeto prioritario de las políticas públicas que se implementen en las distintas esferas del Poder Ejecutivo Nacional; iv) la promoción del desarrollo de los territorios rurales de todo el país, reconociendo y consolidando a la AF como sujeto social protagónico del espacio rural, y el reconocimiento explícito de las prácticas de vida y productivas de las comunidades originarias. 
Otras disposiciones destacadas son la obligación por parte de los agricultores y agricultoras familiares de registrarse en forma individual y asociativa en el Registro Nacional de Agricultura Familiar (RENAF), a los efectos de ser incluidos/as en los beneficios de la ley (artículo 6°), y la disposición específica sobre “acceso a la tierra” contenida en el artículo 14°, según la cual se “articulará con los organismos competentes del Poder Ejecutivo nacional y las provincias para el acceso a la tierra para la agricultura familiar, campesina e indígena, considerando la tierra como un bien social”. Vinculado con ello, se destaca la creación de un Banco de Tierras para la Agricultura Familiar (artículo 16°), y se establece que las tierras se adjudicarán “en forma progresiva a los agricultores y agricultoras familiares registrados en el RENAF, y/o habitantes urbanizados que por diversas razones demuestren voluntad de afincarse y trabajar en la agricultura familiar, campesina e indígena, de acuerdo al procedimiento que a tal fin establezca la autoridad de aplicación, mediante adjudicación en venta, arrendamiento o donación” (artículo 17°). También la ley alude a la regularización dominial (artículo 18°), y prevé la instrumentación de un programa específico y permanente para el relevamiento, análisis y abordaje integral de la situación dominial de tierras de la agricultura familiar, campesina e indígena. 
Luego, la norma presenta un título sobre políticas sociales, condensado en el artículo 31°, que cobra importancia también en las reflexiones en torno a la perspectiva de género, y sirve para comprender a los/as agricultores/as familiares como grupos en situación de especial vulnerabilidad, que requieren, además de políticas específicas para el sector, la presencia activa del Estado a través de las políticas sociales que deberían ser de un fácil acceso a todos sus habitantes, pero claramente para el sector comprendido dentro de la AF esto no sucede, y por eso se necesitan reforzar en la norma estas cuestiones, que son claras obligaciones para el Estado, más allá de que no estuvieran contempladas en la Ley de Agricultura Familiar. En esencia, este artículo 31° establece que el Poder Ejecutivo Nacional deberá: “garantizar el acceso y funcionamiento de todos los servicios sociales (educación, salud, deportes, cultura, discapacidad, desarrollo y promoción social, así como la asistencia social directa) para la totalidad de la población rural en el territorio, en función de que su existencia, continuidad y calidad […] aseguren el arraigo de las familias rurales”, y también establece, entre otros puntos, que “el desarrollo social de las comunidades y de los subsectores sociales o generacionales que la componen (la promoción de la mujer, los jóvenes, la niñez, la ancianidad, los discapacitados, y/o minorías existentes) serán optimizados con políticas integrales, en articulación con las jurisdicciones específicas, y/o en forma directa por políticas propias en las zonas que resulte necesarias impulsarlas”.

La ley menciona además entre sus objetivos específicos: “contribuir a eliminar las brechas y estereotipos de género, asegurando la igualdad de acceso entre varones y mujeres a los derechos y beneficios consagrados por la presente ley, adecuando las acciones concretas e implementando políticas específicas de reconocimiento a favor de las mujeres de la agricultura familiar” y “fortalecer la organización y movilidad social ascendente de la agricultura familiar, campesina e indígena, con especial atención a las condiciones y necesidades de la mujer y la juventud rural” (art. 4°). 
Por último, en este repaso de los aspectos salientes de la Ley de Agricultura Familiar, y directamente relacionado con la mayoría de los proyectos legislativos presentados en el Congreso Nacional con posterioridad a la sanción de esta ley, debe destacarse por un lado el artículo 19°, el cual establece “la suspensión por tres (3) años de toda ejecución de sentencia y actos procesales o de hecho que tengan por objeto el desalojo de agricultores familiares que al momento de la entrada de la ley se encuentren en condiciones de usucapir las tierras rurales que poseen”, y por otro lado el artículo 37° de la norma, que es el que fija que “El Poder Ejecutivo nacional deberá reglamentar la presente ley en un plazo de ciento ochenta (180) días contados a partir de la fecha de su promulgación”.
 
En relación al Proyecto de Ley de “Régimen de compra a la Agricultura Familiar”, el mismo se presenta en sus fundamentos como complementario a la Ley de Agricultura Familiar, y básicamente plantea “promover las compras de bienes y servicios vinculadas a la agricultura familiar campesina e indígena, y agricultura familiar de zonas urbanas y periurbanas (pequeños productores minifundistas, campesinos, chacareros, colonos, medieros, pescadores artesanales, productores familiares, productores sin tierra)” y “mejorar la situación financiera y económica de los agricultores y agricultoras familiares y sus organizaciones en los procesos de comercialización” (artículo 1°). Asimismo, fija una prioridad en las contrataciones a las mujeres con o sin hijos, viudas, solteras o divorciadas, registradas en el RENAF, y a los jóvenes que sean productores de AF y estén registrados en el RENAF (artículo 5°), y estipula mecanismos de reserva mínima de mercado para las compras centralizadas de bienes alimenticios provenientes de las unidades productivas registradas en el RENAF y RENOAF (artículo 8°). 

Sobre las iniciativas legislativas en el Congreso en torno a la AF, hacia finales del año 2016, se relanzó el FPH de Argentina con el nombre “Grupo argentino para la seguridad alimentaria y los derechos de la mujer rural”. Si bien a noviembre de 2017 no existían proyectos presentados sobre AF desde la nueva Coordinación del Frente, ambas Cámaras del Congreso se encontraban muy activas en materia de presentación de proyectos sobre AF, destacándose iniciativas vinculadas a la sancionada Ley de Agricultura Familiar que podrían dividirse en dos grupos. Por un lado, proyectos solicitando al Poder Ejecutivo Nacional que reglamente dicha ley, y, por otro lado, un grupo de iniciativas planteando una prórroga al artículo 19 de la Ley, que establece la suspensión de desalojos a agricultores familiares.
 
De todos los proyectos de ley presentados en torno a la AF en el período bajo análisis, cabe resaltar que la única ley surgida ha sido la Ley Nacional Nº 27.118, de “Agricultura Familiar”, y con el dato de su falta de reglamentación. Es decir, más allá de la centralidad en la agenda de la AF en el período 2011 – 2017, el resultado final a nivel legislativo ha sido la sanción de una única ley. De todos modos, no puede afirmarse que sea un dato menor, en tanto los contenidos de dicha norma regulan muchos de los aspectos centrales que la AF requiere, y en estrecha vinculación con el derecho a la alimentación adecuada, en clave de seguridad y soberanía alimentaria, y asimismo incluye el enfoque de género. Sin embargo, este retardo excesivo en la reglamentación, pone en jaque la protección de los/as agricultores/as familiares y, en virtud de los vínculos esgrimidos, también afecta a la seguridad y soberanía alimentaria. En ese sentido, se requiere una mirada atenta del accionar del Poder Ejecutivo Nacional, en tanto también otorga centralidad a la AF en instancias internacionales a través de la generación de un discurso de compromiso con el sector -y con el derecho a la alimentación-, que debe ser cotejado con la institucionalidad y las políticas generadas en concreto. 
2. Las burocracias y capacidades estatales en torno a la Agricultura Familiar

En primer lugar, cabe mencionar que el análisis se centra en las capacidades estatales en el actual Ministerio de Agroindustria de la Nación (anteriormente denominado Ministerio de Agricultura), en la Secretaría de Agricultura Familiar y en la Coordinación de Agricultura Familiar que funciona bajo la órbita del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), organismo autárquico de dicho Ministerio. Al respecto, en el año 2008, durante el primer mandato de la Presidenta Cristina Fernández se presentó una propuesta de reforma a las retenciones a la exportación sobre uno de los principales productos con destino al mercado externo en Argentina: la soja. La propuesta desencadenó un conflicto entre el sector rural y el gobierno. La tensión entre ambos actores fue de una notoria magnitud, y a pesar de ello la medida finalmente no se implementó. Sin embargo, se resalta que uno de los principales efectos de la denominada “crisis del campo” fue la creación de la Subsecretaría de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar en el año 2008 y la creación del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación mediante el Decreto 1366/09, un año después. Con el nuevo Ministerio creado, y en ese marco institucional, se instaló la Subsecretaria de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar. En términos generales, y con algunas variantes que se desarrollarán más adelante, esta estructura del año 2009 aún sigue vigente y, de acuerdo al relevamiento realizado, se pueden identificar tres periodos con algunos rasgos distintivos sobre avances y retrocesos en la implementación de políticas públicas integrales para los/as agricultores/as familiares. El primer periodo se desarrolla entre los años 2009 a 2012; el segundo entre el 2012 a 2015 y el último desde finales de 2015 a la actualidad.

En la primera etapa se observa que la AF se estructura sobre un programa que funcionaba previamente, el Programa Social Agropecuario (PSA), que tuvo inicios en el año 1993. La característica relevante era que el PSA focalizaba su intervención con una estrategia territorial centrada en la definición de “población rural pobre”. Bajo esa lógica se trabajaban proyectos asociativos productivos, pero separados de la concepción de una AF que pudiera tender al logro de la seguridad y soberanía alimentaria. Un enfoque diferente, sustentado en el autorreconocimiento de los/as agricultores/as familiares como garantes y actores claves de la seguridad y soberanía alimentaria se plasmaría, en dicho período, en diferentes voces de organizaciones en el marco de la Federación de Organizaciones Nucleadas de la Agricultura Familiar (FONAF).

La segunda fase, 2012-2015, comenzó con un cambio de Subsecretario. El primer hito que logró la nueva gestión fue posicionar a la Subsecretaria de AF como Secretaría, en el año 2014, y también se consiguió (con impulso desde la Secretaría de AF y en trabajo conjunto con legisladores/as nacionales) la sanción de la ya mencionada Ley de Agricultura Familiar hacia finales del mismo año. A su vez, la aprobación de la ley constituyó no solo un cambio de paradigma sino también dio lugar a pensar en la multiplicidad de acciones que debe operativizar la política pública al reconocer el lugar estratégico que tienen los/as agricultores/as familiares en el mercado interno. 

Sin embargo, y a pesar de contar con dos importantes logros, el nuevo arreglo institucional no fue del todo organizado. “A nivel de capacidades estatales, la nueva Secretaría creó una gran cantidad de Direcciones que no fueron formalizadas y además trabajaban de manera desarticulada y descoordinada”
 . Otra de las problemáticas que caracterizó a este periodo fue la decisión de trabajar con algunas organizaciones de productores/as, excluyendo a otras, sin justificar las decisiones en parámetros objetivos de selección en muchos casos.
 Esto provocó fisuras entre movimientos y organizaciones y también una baja en el impulso inicial de los movimientos de trabajar con el Estado Nacional. Además, hubo un corrimiento de los/as funcionarios/as técnicos/as. Es decir, en esta etapa si bien la AF obtuvo un rango de Secretaría y se consiguió con fuerte impulso la aprobación de la Ley de Agricultura Familiar, no se consolidó la AF de modo sólido en la estructura Ministerial. 

El último período comienza con la nueva gestión del gobierno del Presidente Mauricio Macri. En el año 2017 se modifica la estructura y se crea la Secretaria de Agricultura Familiar, Coordinación y Desarrollo Territorial y bajo su órbita la Subsecretaria de Agricultura Familiar. En la nueva estructura “no se formaliza lo no formalizado, es decir, lo que funcionaba de hecho en el periodo 2012-2015”
, por lo cual la estructura que funciona en la actualidad es básicamente la misma del primer período (2009-2012). 

Las capacidades estatales que sí podría afirmarse se fueron consolidando a lo largo del período de análisis son: a) la implementación del Registro Nacional de Agricultura Familiar (RENAF) y del Registro Nacional de las Organizaciones de la Agricultura Familiar (RENOAF), b) la creación del Monotributo Social Agropecuario (para registración impositiva y de la Seguridad Social), c) la ejecución de proyectos de fortalecimiento institucional a las organizaciones (v.gr. inscripción jurídica, asistencia técnica), d) la ejecución de proyectos productivos o de apoyo a la mejora competitiva (v.gr. infraestructura y equipamiento comunitario) y e) la conformación de un Consejo de la Agricultura Familiar integrado por actores públicos y privados.
Lo hasta aquí desarrollado permite evidenciar que en el período de análisis se ha generado una cierta institucionalidad en torno a la AF en la Administración Nacional. Sin embargo, estos avances no se terminaron de consolidar en estructuras sólidas para el área como así tampoco en una definición integrada sobre cómo trabajar la AF priorizando al sector como un proveedor estratégico y central de alimentos del mercado interno. Las personas entrevistadas acuerdan en que la AF pelea permanentemente un lugar en el Ministerio, porque el organismo nació con un concepto sobre lo rural identificado con “el campo”, “más orientado a los medianos y grandes productores, exportadores” y que invisibiliza a los/as agricultores/as familiares. De los relatos se concluye que la mirada mayoritaria que presenta el Ministerio de Agroindustria es en esencia “productivista”. Se encuentra vinculada a producir en escala y lograr como principal objetivo expandir mercados para la colocación de productos, esencialmente en el mercado externo, con lo cual la AF no ocupa un lugar preponderante en el Ministerio, y tampoco se podría afirmar que se profundiza en acciones para que la AF tenga centralidad en la garantía y protección del derecho a la alimentación adecuada. Estas afirmaciones tienen su respaldo en manifestaciones de los/as distintos/as entrevistados/as, en expresiones como: “La agricultura familiar nunca fue la niña bonita del Ministerio… si bien tuvo cierta visibilidad la temática en los últimos años, y culminó en la sanción de una ley, nunca fue prioridad del Ministerio”
 o “La agricultura familiar podría ser la llave para lograr seguridad y soberanía alimentaria en distintas localidades del país, pero en vez de orientarse a producir aquellos alimentos necesarios para el contexto local, se promueve en muchos casos la producción de soja, el monocultivo”

En relación con la falta de sanción del Proyecto de Ley de Régimen de Compra a la Agricultura Familiar, que sí plantea en sus fundamentos un vínculo entre AF y derecho a la alimentación adecuada,
 todos/as los/as entrevistados/as acordaron en que el principal obstáculo para avanzar con el proyecto es el compromiso presupuestario que requiere, y tal sería la causa también de la falta de reglamentación de la Ley de Agricultura Familiar. 
Vinculado también con compras públicas de AF e institucionalidad creada en torno a ello, cabe mencionar al órgano competente en reglamentar y velar por la sanidad y calidad agroalimentaria del país. Se trata del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA), el cual crea en el año 2009 la Comisión de Agricultura Familiar (SENAF) en consonancia con las políticas de Estado orientadas al desarrollo, crecimiento y fortalecimiento de las producciones familiares. Al igual que la Secretaría de Agricultura Familiar, la Comisión disputa en el tiempo espacios y temáticas al interior del SENASA, y en el año 2014 se crea la Coordinación de Agricultura Familiar, que viene a dar mayor preponderancia en la estructura a la AF, y propone un mayor trabajo en conjunto entre organismos públicos y productores familiares. La estructura de la SENAF es descentralizada, por lo que a nivel territorial existen alrededor de 30 técnicos/as distribuidos/as en todas las provincias. La principal función de la Coordinación es capacitar a los/as pequeños/as productores/as en las normativas vigentes, y la Comisión, por su parte, hace un trabajo de articulación interno entre el sector público y el privado. El principal tema de la Comisión es la revisión o creación de normas. Siendo que el SENASA es el órgano encargado de ejecutar las políticas nacionales en materia de sanidad y calidad animal y vegetal e inocuidad de los alimentos, la principal función de la Coordinación es integrar a la AF en las normas. Al respecto, se ha referido que “El trabajo que hacemos hace ruido porque es más complejo, no solo pensamos en la infraestructura que les hace falta a los pequeños productores para cumplir las exigencias sino que también muchos creen que pedimos bajar estándares para que los agricultores familiares ingresen al mercado y no es así, lo que pedimos es una mirada más integral de la revisión de normas… la incorporación de los agricultores familiares al código alimentario fue una batalla campal”
 
No obstante la existencia de un escenario con ciertas dificultades para la AF, pueden mencionarse algunos hitos de gestión, como ser: i) la incorporación, mediante la Resolución 562/2015, del nuevo Capítulo XXXIII - “De los Productos Provenientes de la Agricultura Familiar” al Reglamento de inspección de productos, subproductos y derivados de origen animal, ii) la creación y revisión de normas, que se realiza de manera participativa, siendo una de las principales fuentes de insumo las experiencias y demandas territoriales; iii) la participación de la reunión especializada de la AF a nivel MERCOSUR; y iv) la participación en la reglamentación del Sello Agricultura Familiar, que se logró en noviembre de 2017, a través de la Resolución 330-E/2017, cumpliendo así con un compromiso asumido oportunamente por la Secretaría de Agricultura Familiar. Con relación a este último punto, desde el Ministerio de Agroindustria se destacó que “la resolución será acompañada del desarrollo de herramientas de acceso a los mercados, a fin de posibilitar que los pequeños productores, sea en forma individual o asociativa, logren posicionarse con un claro mecanismo de diferenciación que permita al consumidor elegir sus productos, no sólo por calidad, sino por los atributos sociales implícitos en ellos”.

Retomando el desempeño y acciones ejecutadas desde la Secretaria de Agricultura Familiar, Coordinación y Desarrollo Territorial, dependiente del Ministerio de Agroindustria, se indagó también sobre la incorporación de la perspectiva de género en el área, la cual se encontró atravesada por conflictos y posturas divergentes entre funcionarios/as. En particular, han existido dos estrategias en tensión. La primera (y la que funciona en la cotidianeidad) plantea una estrategia de tipo transversal por cada área temática y según el tipo de proyecto a formular (por ejemplo, se incluye en el resumen ejecutivo de un proyecto de infraestructura la perspectiva de género). Por otro lado, la segunda propuesta consiste en la creación de una Dirección de la Mujer Rural en la Secretaría. De acuerdo con los/as entrevistados/as, las discusiones sobre cómo trabajar género en el área siguen estando presentes y más allá de algunos indicadores incluidos en los proyectos formulados (v.gr. cantidad de destinatarios/as de diferentes programas desagregados/as según sexo) en la realidad los/as técnicos/as ejecutan o diseñan intervenciones según su formación académica o inquietudes personales y se presentan como experiencias aisladas
. Una de las entrevistadas comentó que por iniciativa propia intenta incluir el enfoque de género al momento de diseñar capacitaciones. Los criterios que tiene en cuenta son especialmente los horarios en el que se dictan las capacitaciones para que no se superpongan con las tareas de cuidado. Sin embargo, la entrevistada reflexiona que en muchas oportunidades sus iniciativas no logran consolidarse por los problemas estructurales del área ante la ausencia de una definición sobre la inclusión del enfoque. 
En contraste con este comentario, se evidenció que desde otras áreas del Ministerio, por ejemplo desde la Unidad para el Cambio Rural, durante el año 2016 se trabajó fuertemente en la Campaña comunicacional “17 días de activismo por el empoderamiento de las mujeres rurales y sus comunidades”, aunque bien podría enmarcarse como una acción aislada más, y seguir sosteniendo que queda un largo camino para una verdadera incorporación del enfoque de género. Así, se ha indicado que “las mujeres no tienen para nada un rol preponderante en agricultura familiar… basta con mirar lo masculinizado que está el Ministerio y quiénes han estado en los cargos directivos vinculados a agricultura familiar… como en todo… todos varones… así es difícil imprimir una impronta de género”
. 
Las dificultades identificadas por los/as funcionarios/as en la incorporación del enfoque de género en el diseño e implementación de políticas en torno a AF, hacen que resulte sumamente relevante que se analicen las situaciones de discriminación salarial y de segregación vertical y horizontal para entender los procesos de organización, toma de decisiones, participación y estructura jerárquica en las organizaciones de productores (cooperativas, asociaciones, uniones o federaciones). Además, se deben comprender las formas en las que se desarrollan los procesos productivos en las unidades familiares (división de tareas), atravesadas por múltiples situaciones de violencia de género en los procesos migratorios y violencia doméstica considerando las características territoriales, entendiendo que las unidades productivas se encuentran dispersas, lejos de los centros de atención a víctimas de violencia. También deben tomarse en cuenta otros factores como las inclemencias climáticas y la falta de infraestructura para emergencias y/o pedidos de asistencia; y las estrategias para la conciliación de trabajo productivo y reproductivo. Sobre este último concepto, en el año 2011 el nuevo Régimen de Trabajo Agrario (Ley 26.727) incorporó un capítulo específico de licencias especiales (maternal y parental); no obstante, el cuidado debería trabajarse desde una política integral y de carácter universal para todas las personas, y diseñar estrategias específicas para los colectivos en situación de mayor vulnerabilidad del sector rural. Por último, se requiere una identificación de las brechas de desigualdad: reforzando la interseccionalidad (múltiples discriminaciones) entre desigualdad geográfica, pobreza, etnia y género.  

2.2 La Agricultura Familiar en el presupuesto 

Con el objetivo de conocer si la centralidad de la AF en la agenda del Poder Legislativo Nacional y en los compromisos internacionales asumidos por el Estado argentino se tradujo en cambios en las prioridades presupuestarias a nivel nacional, se realizó un análisis del presupuesto destinado a la AF por parte la Administración Nacional en los años posteriores a la sanción de la Ley de Agricultura Familiar
.
El principal programa bajo el cual se gestiona la AF es el Programa nº39 “Formulación de Políticas de Agricultura Familiar” bajo el Ministerio de Agricultura,
 y la unidad ejecutora del programa es la Secretaría de Agricultura Familiar. En los años 2015 y 2016, la principal actividad bajo esta Secretaría (y la Subsecretaría con el mismo nombre) era el Programa de Inclusión y Desarrollo Rural (PIDER), representando alrededor del 88% del gasto asignado a este programa. A partir del año 2017, tomaron su lugar las actividades denominadas “Formulación de Políticas para el Desarrollo de la Agricultura Familiar” (16 905 490 pesos, aproximadamente 977 000 dólares)
 y “Formulación de Políticas para la Formalización de la Agricultura Familiar” (247 000 000 pesos, cerca de 14,3 millones de dólares), ambas bajo la Subsecretaría de Agricultura Familiar. Por otra parte, en el mismo año, se incluyeron tres proyectos con financiación exterior,
 bajo la ejecución de la Subsecretaría de Unidad para el Cambio Rural (UCAR)
. Los proyectos son:
i) Con financiación del Banco Interamericano de Desarrollo (BID): “Proyecto de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar” (por 199 109 617 pesos -aproximadamente 11,5 millones de dólares-): se trata de un proyecto que apunta a fortalecer las cadenas de valor citrícola y lechera de la provincia de Entre Ríos y de la algodonera y ganadera en Chaco mediante asistencia técnica y transferencia de tecnología.

ii) Con financiación del Fondo Fiduciario de España
: “Proyecto de Desarrollo Rural Incluyente” (por 276 771 210 pesos -aproximadamente 16 millones de dólares-): el cual apunta a incrementar los ingresos de las familias rurales pobres por el aumento en la producción y la productividad, la inserción en cadenas de valor y la creación de oportunidades de trabajo.

iii) Con financiación del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento: “Proyecto de Inclusión Socio-Económica en Áreas Rurales” (por 19 millones de pesos -aproximadamente 1,1 millones de dólares-): con el objetivo de mejorar el acceso de los pequeños productores a infraestructura y servicios comunitarios, para que logren un mejor acceso al mercado.

Figura 1. Gasto en el programa nº39 – Políticas para la Agricultura Familiar (respecto al gasto total del Ministerio)
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Fuente: Elaboración propia a partir de presupuestos del Estado (2015—2017) y proyecto de ley de presupuesto del año 2018.

Tal como evidencia la Figura 1, el peso creciente de este programa dentro del Ministerio, se explica por la inclusión de los proyectos financiados por organismos internacionales en el año 2017. Además, en el año 2018 se prevé una gran expansión del gasto, ya que este programa pasa a incluir como objetivo el de fortalecer la presencia territorial del Ministerio. Así, por ejemplo, entre las actividades a desarrollar se incluyen el Consejo Federal Agropecuario, el Observatorio de Empleo y Productividad Agroindustrial y el asesoramiento al Poder Legislativo para la redacción de proyectos de ley conducentes a la mejora de la actividad agroindustrial. 
En función de este incremento presupuestario previsto para el año 2018, será necesaria una mirada atenta sobre su ejecución, para conocer si efectivamente la AF pasa a instalarse en el Ejecutivo Nacional con una mayor centralidad. Por otra parte, y desde un enfoque de género, debe destacarse el documento “Estrategia de Género del Plan SAN-CELAC” (FAO, 2016), que fija medidas estratégicas para garantizar la perspectiva de género en los pilares y líneas de acción del Plan SAN CELAC. Entre tales medidas, propone elaborar estadísticas oficiales desagregadas por sexo para respaldar el diseño de intervenciones estatales sustentadas en la necesidad de ofrecer abordajes diferenciados tendientes a reducir y eliminar barreras para la participación igualitaria. Del mismo modo, el campo de la definición presupuestaria debe estar atravesado por el enfoque de género y de derechos, requiriendo voluntad política para la adecuación de estos instrumentos y la consiguiente asignación presupuestaria acorde a las responsabilidades estatales.
En este sentido, y vinculado con la producción de información, cabe recordar que en el ámbito del Sistema Interamericano de protección de Derechos Humanos, se requiere que los Estados Parte del sistema de informes nacionales previsto en el Protocolo de San Salvador (PSS), den respuesta a indicadores de progreso para la medición del cumplimiento de diferentes derechos sociales, entre ellos el derecho a la alimentación adecuada. En el año 2016, Argentina debió presentar su informe respecto del segundo agrupamiento de derechos -que incluye alimentación-, y no cumplió aún con tal obligación. En el marco de investigaciones anteriores
, se encaró la tarea de analizar información para la construcción de los datos que los Indicadores de Progreso del PSS solicitan para el derecho a la alimentación adecuada, y no se pudieron llegar a completar diferentes indicadores por falta de información. Con relación a la AF y el desarrollo rural vinculados con perspectiva de género, algunos de los indicadores más relevantes son aquellos que se encuentran comprendidos dentro del principio transversal “igualdad y no discriminación”
. Respecto de dichos indicadores, se pudo dar respuesta a aquellos de estructura
, pero no se pudieron completar los datos que requieren ni los indicadores de procesos ni los de resultados, en virtud de la falta de desagregación de información. 

Si bien se observa que, en líneas generales, a partir del año 2016 la producción de estadísticas oficiales en Argentina volvió a recuperar indicios de mejoras en los procesos técnicos, en la actualidad, y en relación con el sector rural, continúa sin realizarse el Censo Nacional Agropecuario. A tal fin, además de indicar la ausencia de un censo actualizado, se propone que, de realizarse dicho censo, el mismo contemple en su diseño metodológico una armonización con los estándares internacionales, indicadores de progreso y metas de los ODS, incorporando la perspectiva de género de manera transversal. En igual sentido, se imponen los requerimientos de información desagregada en materia presupuestaria.
Conclusiones
En los últimos años, la Agricultura Familiar (AF) ha cobrado mayor protagonismo en la agenda internacional del derecho a la alimentación adecuada con su mención explícita en documentos de relevancia tanto a nivel de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) como a nivel de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC).

A nivel nacional, la AF también ha demostrado un gran protagonismo en la agenda, que se evidenció esencialmente en el ámbito del Poder Legislativo Nacional, siendo el año 2014 central en ese sentido, en tanto se sancionó la Ley de Agricultura Familiar, y, asimismo, tuvo media sanción el proyecto de “Régimen de compra a la agricultura familiar”, encarado desde la conducción del Frente Parlamentario contra el Hambre de Argentina (FPH Argentina).
Respecto del rol de la AF como sector de gran relevancia para el derecho a la alimentación adecuada, tanto la Ley de Agricultura Familiar como el proyecto de Régimen de Compra de Agricultura Familiar hacen menciones directas a ello -en consonancia con los ODS y el Plan SAN de la CELAC-, entendiendo que la AF tiene entre sus objetivos contribuir a la seguridad y soberanía alimentaria de la nación. 
Un dato que preocupa respecto de la Ley de Agricultura Familiar es su falta de reglamentación. Los/as legisladores/as, al sancionarla, establecieron un plazo máximo de 180 días para que ello ocurriera, y a la fecha la reglamentación por parte del Poder Ejecutivo Nacional (PEN) sigue en espera. Frente a ello, se han presentando diferentes proyectos legislativos solicitando al PEN que proceda a reglamentar la ley. 

Más allá de esta falta de reglamentación, que claramente se debería subsanar, y a la mayor brevedad, en el ámbito del PEN, la AF también ha cobrado un mayor protagonismo en los últimos años, destacándose el año 2008 en tanto se creó la Subsecretaría de Agricultura Familiar, -que en el año 2009 pasaría a formar parte del Ministerio de Agricultura, creado en dicho año- y en el año 2014 pasaría a convertirse en Secretaría de Agricultura Familiar, logrando cierto espacio y estructura en el Ministerio. Sin embargo, estos avances no terminaron de consolidar una definición integrada sobre cómo trabajar la AF priorizando al sector como un proveedor estratégico de alimentos del mercado interno, ni tampoco colocaron a la AF en un lugar de centralidad en el Ministerio. 
En el análisis presupuestario de los recursos destinados a la Secretaría de Agricultura Familiar de los años posteriores a la sanción de la Ley de Agricultura Familiar, e incluyendo el presupuesto presentado para 2018, se advierte un incremento para este último año en la actividad de “Formulación de Políticas para el Desarrollo de la Agricultura Familiar y el Desarrollo Territorial”, lo cual requerirá una mirada atenta para formular nuevas observaciones en torno a la centralidad (o no) de la AF, y seguir explorando en sus vínculos con la agenda del derecho a la alimentación adecuada en clave de seguridad y soberanía alimentaria, y la recepción de los objetivos y las políticas definidas en la Ley de Agricultura Familiar. 
En el análisis de la normativa y de la institucionalidad creada en torno a la AF desde una perspectiva de género, se pueden advertir normas que receptan el enfoque, pero que no se traducen en las prácticas de intervención del PEN de modo general. En ese sentido, resulta necesario que las políticas de AF consideren en un lugar central los derechos de las mujeres, y con las especificidades de lo rural. En este punto, también es un problema la falta de reglamentación de la Ley de Agricultura Familiar, en tanto impone políticas concretas para eliminar las brechas y estereotipos de género. Del mismo modo, la falta de producción y acceso a la información es un obstáculo para el diseño, gestión y evaluación de políticas públicas en general, y para personas en situación de mayor vulnerabilidad en particular, en tanto no permite la visibilización de ciertos fenómenos. Así, y en consonancia con lo postulado por la Estrategia de Género del Plan SAN-CELAC, resulta imperiosa la producción de estadísticas e indicadores desagregados por sexo, así como también estudios documentales que posibiliten información sobre el acceso y las condiciones diferenciadas entre mujeres y hombres, considerando la división sexual del trabajo en los diferentes aspectos relacionados con la seguridad alimentaria y nutricional.
Para finalizar, debe remarcarse que habiéndose definido a los/as agricultores/as familiares como actores claves en la producción de alimentos sanos y de calidad, y para la garantía y protección del derecho a la alimentación adecuada, la institucionalidad en torno a la AF debería orientarse en ese sentido, y promoviendo políticas respetuosas de un enfoque basado en derechos, que implica la incorporación de la perspectiva de género. La reglamentación de la Ley de Agricultura Familiar y la implementación de las políticas allí definidas, en tanto son respetuosas de dichos enfoques y se encuentran en sintonía con los objetivos de seguridad y soberanía alimentaria, aparece como un primer paso necesario. Su excesiva demora, en cambio, da cuenta de una falta de voluntad política, que también se refleja en la aún débil institucionalidad creada para la AF en el Poder Ejecutivo. Así, la AF, que bien podría constituir una importante base para el ejercicio del derecho a la alimentación adecuada en Argentina, se continúa desarrollando en condiciones de gran precariedad. 
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ANEXOS
Anexo I. Proyectos de Ley presentados en el Congreso Nacional sobre Agricultura Familiar. Marzo de 2011 a Noviembre de 2017

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 4109-D-2011 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 113 Fecha: 18/08/2011 

APOYO A LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES RURALES.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 4645-D-2011 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 132 Fecha: 15/09/2011 

PROMOCION DEL DESARROLLO RURAL: REGIMEN.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 5764-D-2011 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 181 Fecha: 25/11/2011 

DECLARASE LA EMERGENCIA TERRITORIAL POR EL TERMINO DE CINCO AÑOS EN MATERIA DE POSESION Y PROPIEDAD SOBRE LAS TIERRAS RURALES QUE OCUPAN LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES AGROPECUARIOS, LAS COMUNIDADES CAMPESINAS O LOS AGRICULTORES FAMILIARES.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 6865-D-2012 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 134 Fecha: 28/09/2012 

PROGRAMA NACIONAL DE NUTRICION Y ALIMENTACION (LEY 25724): MODIFICACION DEL ARTICULO 5 SOBRE PROMOCION DE COMPRA DE ALIMENTOS PRODUCIDOS POR AGRICULTORES INSCRIPTOS EN EL REGISTRO NACIONAL DE AGRICULTURA FAMILIAR (RENAF).

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 7847-D-2012 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 159 Fecha: 05/11/2012 

CREACION DE PROGRAMAS NACIONALES DE APOYO A LA AGRICULTURA FAMILIAR, A LAS ECONOMIAS Y CADENAS DE VALOR REGIONALES Y A LA INFRAESTRUCTURA PARA LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES RURALES; CREACION DEL REGISTRO NACIONAL DE LA AGRICULTURA NACIONAL.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 3115-S-2013 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 127 Fecha: 14/08/2013 

LEY DE PROMOCION DE FERIAS LOCALES DE LA AGRICULTURA FAMILIAR Y LA ECONOMIA SOCIAL.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 7908-D-2013 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 185 Fecha: 06/12/2013 

PROGRAMAS NACIONALES DE APOYO A LA AGRICULTURA FAMILIAR, A LAS ECONOMIAS Y CADENAS DE VALOR REGIONALES Y A LA INFRAESTRUCTURA PARA LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES RURALES. CREACION DEL REGISTRO NACIONAL DE LA AGRICULTURA FAMILIAR. CREACION.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 2397-D-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 25 Fecha: 10/04/2014 

CONSEJO FEDERAL AGROPECUARIO - LEY 23843 -. MODIFICACION DEL ARTICULO 4, INCORPORANDO DENTRO DE LAS FUNCIONES LA ATENCION DE PROBLEMATICAS DE LA AGRICULTURA FAMILIAR Y LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES RURALES.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 2494-D-2014 Expediente Senado: 0080-CD-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 27 Fecha: 15/04/2014 
LEY 27118
AGRICULTURA FAMILIAR: REGIMEN.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 2840-D-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 32 Fecha: 24/04/2014 

REPARACION HISTORICA DE LA AGRICULTURA FAMILIAR: REGIMEN.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 1403-S-2014 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 69 Fecha: 15/05/2014 

REGIMEN DE FORTALECIMIENTO Y PROMOCION DE LA AGRICULTURA FAMILIAR.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 6333-D-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 102 Fecha: 14/08/2014 

PEQUEÑOS PRODUCTORES RURALES FAMILIARES: REGIMEN PREJUBILATORIO.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 7809-D-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 138 Fecha: 03/10/2014 

CONSEJO FEDERAL DE LA AGRICULTURA FAMILIAR, CAMPESINA E INDIGENA DE LA REPUBLICA ARGENTINA. CREACION.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 7820-D-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 139 Fecha: 06/10/2014 

CREDITOS PARA PEQUEÑOS PRODUCTORES, DEL NORDESTE - NEA - Y NOROESTE - NOA - INSCRIPTOS EN EL "REGISTRO NACIONAL DE AGRICULTURA FAMILIAR - RENAF -". REGIMEN PARA SU OTORGAMIENTO.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 8555-D-2014 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 155 Fecha: 29/10/2014 

FONDO DE FOMENTO A LA AGRICULTURA FAMILIAR. CREACION.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 3928-S-2014 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 197 Fecha: 14/11/2014 

DESARROLLO RURAL Y AGRICULTURA FAMILIAR.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 0331-S-2015 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 17 Fecha: 05/03/2015 

PROMOCION DE FERIAS LOCALES DE LA AGRICULTURA FAMILIAR Y LA ECONOMIA SOCIAL.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 1296-S-2015 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 65 Fecha: 22/04/2015 

CREACION DEL MONOTRIBUTO SOCIAL AGROPECUARIO Y LA OBRA SOCIAL PARA LA AGRICULTURA FAMILIAR (OSPAF).

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 4036-D-2015 Expediente Senado: 0133-CD-2015 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 92 Fecha: 24/07/2015 

REGIMEN DE COMPRA A LA AGRICULTURA FAMILIAR PARA FORTALECIMIENTO DEL SECTOR. CREACION.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 0157-D-2016 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 2 Fecha: 02/03/2016 

SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCION Y MITIGACION DE EMERGENCIAS Y DESASTRES AGROPECUARIOS - LEY 26509 - MODIFICACION DEL ARTICULO 24, SOBRE PRINCIPIO DE EQUIDAD Y PRIORIDAD PARA LOS PEQUEÑOS PRODUCTORES

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 0747-D-2016 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 13 Fecha: 17/03/2016 

PROGRAMA NACIONAL DE PRESERVACION DE UNIDADES PRODUCTIVAS RURALES FAMILIARES. CREACION.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 1646-S-2016 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 81 Fecha: 13/05/2016 

CREACION DEL REGIMEN DE CONTRATACION PUBLICA PARA EL DESARROLLO Y PROMOCION DE LA AGRICULTURA FAMILIAR.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 1789-S-2016 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 88 Fecha: 24/05/2016 

ESTABLECIMIENTO DE UNA TARIFA DIFERENCIADA DE ENERGIA ELECTRICA PARA EL SECTOR DE LA AGRICULTURA FAMILIAR.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 5489-D-2016 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 113 Fecha: 25/08/2016 

REGIMEN PREVISIONAL PARA EL AGRICULTOR Y LA AGRICULTURA FAMILIAR.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 6224-D-2016 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 126 Fecha: 14/09/2016 

"FONDO FIDUCIARIO PUBLICO DE CREDITO PARA LA AGRICULTURA FAMILIAR - CREPAF -". CREACION.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 8258-D-2016 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 175 Fecha: 23/11/2016 

REGIMEN DE PROMOCION DE COMPRE A LA AGRICULTURA FAMILIAR.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 0147-D-2017 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 2 Fecha: 03/03/2017 

PEQUEÑOS PRODUCTORES RURALES FAMILIARES: REGIMEN PREJUBILATORIO (REPRODUCCION DEL EXPEDIENTE 6333-D-14).

Anexo II. Proyectos presentados en el Congreso Nacional en relación con la modificación y/o reglamentación de la Ley de Agricultura Familiar. Enero de 2015 a Noviembre de 2017.
COMUNICACION

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 2691-S-2015 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 134 Fecha: 24/08/2015 

SOLICITAR AL PODER EJECUTIVO NACIONAL LA REGLAMENTACION DE LA LEY 27118 (AGRICULTURA FAMILIAR E INDIGENA).

PROYECTO DE DECLARACIÓN

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 3394-D-2016 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 68 Fecha: 07/06/2016 

SOLICITAR AL PODER EJECUTIVO DISPONGA LA REGLAMENTACION DE LA LEY 27118 SOBRE REPARACION HISTORICA DE LA AGRICULTURA FAMILIAR PARA LA CONSTRUCCION DE UNA NUEVA RURALIDAD EN LA ARGENTINA.

COMUNICACION

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 2830-S-2017 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 137 Fecha: 02/08/2017 

SOLICITAR AL PODER EJECUTIVO DISPONGA LAS MEDIDAS TENDIENTES A LA REGLAMENTACION DE LA LEY 27118 - REPARACION HISTORICA DE LA AGRICULTURA FAMILIAR -.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Senado Expediente Senado: 3712-S-2016 
Publicado en: Diario de Asuntos Entrados N° 186 Fecha: 22/09/2016 

PRORROGAR LA VIGENCIA DEL ARTICULO 19 DE LA LEY 27118 - AGRICULTURA FAMILIAR E INDIGENA- HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2019.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 5549-D-2017 

Publicado en: Trámite Parlamentario N° 148 Fecha: 17/10/2017 

PRORROGASE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2019 LA VIGENCIA DEL ARTICULO 19 DE LA LEY 27118, SOBRE SUSPENSION DE DESALOJOS A AGRICULTORES FAMILIARES.

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 5609-D-2017 
Publicado en: Trámite Parlamentario N° 151 Fecha: 20/10/2017 

SOLICITAR AL PODER EJECUTIVO DISPONGA LA REGLAMENTACION DE LA LEY 27118, DE REPARACION HISTORICA DE LA AGRICULTURA FAMILIAR PARA LA CONSTRUCCION DE UNA NUEVA RURALIDAD EN LA ARGENTINA.
PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 5608-D-2017 

Publicado en: Trámite Parlamentario N° 151 Fecha: 20/10/2017 

PRORROGASE HASTA EL 20 DE ENERO DE 2020 LA VIGENCIA DEL ARTICULO 19 DE LA LEY 27118, SOBRE SUSPENSION DE DESALOJOS A AGRICULTORES FAMILIARES.

PROYECTO DE LEY

Iniciado en: Diputados Expediente Diputados: 5826-D-2017 

Publicado en: Trámite Parlamentario N° 160 Fecha: 03/11/2017 

PRORROGAR HASTA EL MES DE ENERO DE 2021 LA VIGENCIA DEL ARTICULO 19 DE LA LEY 27118, SOBRE SUSPENSION DE DESALOJOS A AGRICULTORES FAMILIARES.

* El artículo presenta resultados del proyecto de investigación “Los desafíos pendientes de la Agricultura Familiar como actor clave para garantizar el Derecho a la Alimentación Adecuada en Argentina”, desarrollado entre los meses de mayo y noviembre de 2017 por investigadores/as del Grupo de Trabajo Interdisciplinario Derechos Sociales y Políticas Públicas (www.dspp.com.ar), con sede de investigación en el Instituto de Investigaciones Jurídicas y Sociales Ambrosio L. Gioja, Facultad de Derecho, Universidad de Buenos Aires (UBA), y contó también con la participación de las investigadoras Ángeles Bermúdez, Agustina Haimovich y Mora Straschnoy.


** Doctoranda en Ciencias Sociales, (UBA). (florantoniou@gmail.com)


*** Doctorando en Derecho (UBA). (mxcarrasco@derecho.uba.ar)


**** Doctor en Estudios Latinoamericanos (UCM). (giuseppemessina@derecho.uba.ar).


***** Doctora en Derecho (UBA). Investigadora CONICET.  (laura.pautassi@gmail.com).


� Tal como señala Hopenhayn (2011: 87) “la familia es también una microsociedad con sujetos en relación y con microfísicas del poder; y en esas relaciones hay actos de dominación, de trato injusto, de asimetrías en poderes y retribuciones. Por lo mismo, es la familia, a la vez, un sujeto de derechos y un conjunto de sujetos con relaciones en que los derechos se afirman o se niegan”.


� Vinculado a ello, se analiza también el proyecto de ley de “Régimen de compra a la agricultura familiar”, encarado desde la conducción del Frente Parlamentario contra el Hambre de Argentina (FPH Argentina) y que contó con media sanción, y se realizó un relevamiento del total de proyectos de ley presentados en ambas cámaras del Congreso Nacional en torno a la AF entre marzo de 2011 (mes en que se creó el FPH Argentina) y noviembre de 2017 (fecha de cierre de la investigación), así como del total de iniciativas legislativas vinculadas a la Ley de Agricultura Familiar entre enero de 2015 (fecha de sanción de la ley) y noviembre de 2017. El detalle de los proyectos se encuentra en los Anexos I y II del artículo. 


� El diseño metodológico de la investigación, en este punto, fue de tipo cualitativo, en base a una muestra de tipo intencional, que incluyó entrevistas semiestructuradas a funcionarios/as y técnicos/as de la Subsecretaría / Secretaría de Agricultura Familiar y funcionarios/as y técnicos/as del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, complementada por análisis documental desde un enfoque de derechos y de género.


� Plan SAN-CELAC (FAO, CEPAL y ALADI, 2015). El documento presenta 4 pilares con sus diferentes líneas de acción, que a su vez contienen medidas, con diferentes referencias a la AF, colocándola de ese modo en un lugar central. Así, la AF constituye una línea de acción en sí misma dentro del Pilar 2 sobre acceso a alimentos, y a la vez se fijan medidas específicas en torno a la AF en los Pilares 1 (sobre estrategias de seguridad alimentaria) y 3 (sobre bienestar nutricional).


� Ver Anexos I y II. 


� Se trata de la ley de creación del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria, principal política alimentaria implementada en Argentina post crisis económico-política-social de 2001/2. Para un mayor desarrollo ver Pautassi y Carrasco, 2013. 


� El detalle de los proyectos que solicitan al Poder Ejecutivo Nacional la reglamentación de la Ley de Agricultura Familiar y de los proyectos que solicitan prórroga al art. 19 de dicha Ley, se encuentra en el Anexo II del presente trabajo. 


� Cabe destacar el papel de la FONAF, que es una organización surgida en 2005 y actualmente reúne más de 900 organizaciones del país que asocian a unas 180 mil familias de productores agrícolas, ganaderos, pesqueros, forestales, de producción agroindustrial y artesanal, recolectores, mineros artesanales y trabajadores del turismo rural, con la misión de lograr el desarrollo rural con equidad e inclusión social (Lattuada, 2015: 312).


� Entrevista a Técnica social de la Secretaría de Agricultura Familiar, agosto de 2017.


� Para más detalles sobre estos aspectos, puede profundizarse en Ramos Berrondo (2017).


� Entrevista a Técnica social de la Secretaría de Agricultura Familiar, agosto de 2017.


� Entrevista a ex técnica de la Secretaría de Agricultura Familiar, julio de 2017.


� Entrevista a técnica de la Secretaría de Agricultura Familiar, agosto de 2017.


� En sus fundamentos, el proyecto habla de la importancia de la desmonopolización de la producción alimentaria, señalando que “si oligopolios o monopolios de producción o de comercialización, mantienen cautivo el sector para sí, se genera una vergonzosa especulación que se traduce en suba de precios, desabastecimiento y otras prácticas desleales, con una necesidad básica que afecta a toda la sociedad y por sobre todo, a los sectores más débiles o vulnerables. La importancia de la incorporación como proveedor del Estado del pequeño productor, de la cooperativa y las comunidades indígenas, por el beneficio que trae para el propio Estado como para los pequeños productores familiares campesinos, está dada justamente, porque el Estado tendrá acceso a productos con manejos saludables y de gran calidad, ya que por su característica, no responden al genérico de la producción industrial a gran escala que necesita de aditivos y conservantes químicos de dudosa salubridad”, y agrega que “La posibilidad de que estos productos de la agricultura familiar sirvan para abastecer escuelas, comedores y dependencias públicas, revisten un carácter cualitativo en el campo de la alimentación”





� Entrevista a técnico del SENASA, septiembre de 2017.


� Nota en Revista SuperCampo, Ed. Perfil, del 6 de noviembre de 2017, disponible en: http://supercampo.perfil.com/2017/11/se-reglamento-el-sello-producido-por-la-agricultura-familiar/


� Se relevó asimismo un informe realizado por la Unidad para el Cambio Rural en el año 2012 denominado “Género y Propiedad Rural” cuyo objetivo fue mapear y diagnosticar brechas de género en la propiedad rural en tres provincias del noroeste argentino. El informe remarca “la necesidad de repensar cada concepto, categoría, marco teórico y enfoque utilizados tradicionalmente dados los sesgos androcéntricos que caracterizan el utillaje epistemológico agrario, independientemente si son varones o mujeres quienes producen el conocimiento en este campo, imbuidos como están en relaciones de fuerza en dichos espacios técnicos y científicos” (Ferro, 2012: 27). Sin embargo, y destacando los valiosos aportes del informe, se presenta como una acción aislada también y no como parte de un diagnóstico integral para los/as agricultores/as familiares.


� Entrevista a técnica de la Secretaría de Agricultura Familiar, agosto de 2017.


� Fuentes de datos: leyes de presupuesto de los años 2015-2017 y el proyecto de ley de presupuesto del año 2018, disponibles en: � HYPERLINK "https://www.minhacienda.gob.ar/onp/presupuestos/presupuestos" �https://www.minhacienda.gob.ar/onp/presupuestos/presupuestos� 


� Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca hasta 2015, Ministerio de Agroindustria a partir de 2016.


� En el proyecto de ley de presupuesto de 2018, esta actividad se denomina Formulación de Políticas para el Desarrollo de la Agricultura Familiar y el Desarrollo Territorial y pasa a representar la parte más significativa (844 793 529 pesos, o 48,8 millones de dólares, el 55% del total). Para la referencia a los montos en dólares, se tomó para este trabajo la tasa de cambio promedio del mes de octubre de 2017 (17,3 pesos por dólar), ya que se trató del último mes completo en que se desarrolló el proyecto de investigación, finalizado a mediados de noviembre del mismo año. 


� En los presupuestos de 2015 y 2016 los programas financiados por BID y FIDA se situaron bajo otros programas del Ministerio de Agricultura.


� En 2017, bajo esta subsecretaría se sitúa el Programa de Inserción Económica de los Pequeños Productores en las Cadenas de Valor del Norte Argentino PRC.


� Se trata del Fondo Fiduciario de España para el mecanismo de cofinanciación de la seguridad alimentaria del Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola.


�  Ver Pautassi y Carrasco (2014 y 2015). 


� Ver Matriz indicadores Segundo Agrupamiento de Derechos disponible en � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-ssv/docs/Matrices_Indicadores_OEA_Segundo%20_Agrupamiento.pdf" �http://www.oas.org/es/sadye/inclusion-social/protocolo-ssv/docs/Matrices_Indicadores_OEA_Segundo%20_Agrupamiento.pdf� 


� En lo vinculado con la AF, refiriendo la existencia del Programa Regional de Fortalecimiento Institucional de Políticas de Igualdad de Género en la Agricultura Familiar del MERCOSUR (� HYPERLINK "http://www.minagri.gob.ar/site/areas/genero_mercosur/index.php" �http://www.minagri.gob.ar/site/areas/genero_mercosur/index.php�) 


� Se excluyen las iniciativas que versan sobre modificaciones o solicitudes de reglamentación de la Ley de Agricultura Familiar, las cuales forman parte del Anexo II y comprenden exclusivamente aquellos proyectos vinculados con dicha ley, promulgada en enero de 2015. 
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